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  Introducción 

1. El Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, establecido de 

conformidad con la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos, celebró su 47º período 

de sesiones del 4 al 15 de noviembre de 2024. El examen de Etiopía se llevó a cabo en la 

13ª sesión, el 12 de noviembre de 2024. La delegación de Etiopía estuvo encabezada por el 

Sr. Belayihun Yirga Kifle, Ministro de Justicia. En su 17ª sesión, celebrada el 15 de 

noviembre de 2024, el Grupo de Trabajo aprobó el informe sobre Etiopía. 

2. El 10 de enero de 2024, el Consejo de Derechos Humanos eligió al siguiente grupo 

de relatores (troika) para facilitar el examen de Etiopía: Argelia, Bangladesh y Países Bajos 

(Reino de los). 

3. Con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 15 del anexo de la resolución 5/1 del Consejo 

de Derechos Humanos y en el párrafo 5 del anexo de la resolución 16/21 del Consejo, para 

el examen de Etiopía se publicaron los siguientes documentos: 

 a) Un informe nacional/exposición por escrito de conformidad con el 

párrafo 15 a)1; 

 b) Una recopilación preparada por la Oficina del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) de conformidad con el 

párrafo 15 b)2; 

 c) Un resumen preparado por el ACNUDH de conformidad con el párrafo 15 c)3. 

4. Por conducto de la troika se transmitió a Etiopía una lista de preguntas preparadas de 

antemano por Alemania, Bélgica, Costa Rica, Eslovenia, España, los Estados Unidos de 

América, Liechtenstein, Portugal (en nombre del Grupo de Amigos sobre los mecanismos 

nacionales para la aplicación, la presentación de informes y el seguimiento), el Reino Unido 

de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y Suecia. Esas preguntas pueden consultarse en el sitio 

web del examen periódico universal. 

 I. Resumen de las deliberaciones del proceso de examen 

 A. Exposición del Estado examinado 

5. La delegación de Etiopía señaló que su país siempre había valorado el mecanismo del 

examen periódico universal como un instrumento importante para reforzar la buena 

gobernanza y fomentar el desarrollo sostenible y la cooperación internacional en la 

promoción de los derechos humanos, y que el país había trabajado con diligencia para aplicar 

las recomendaciones del examen anterior que contaban con su apoyo. El informe nacional 

había sido preparado por un equipo interministerial coordinado por el Ministerio de Justicia, 

en consulta con organismos gubernamentales, instituciones nacionales de derechos humanos, 

organizaciones de la sociedad civil, el Parlamento y el mundo académico. Se había 

establecido un mecanismo nacional de vigilancia, presentación de informes y seguimiento 

para aplicar las recomendaciones de los mecanismos de derechos humanos. También se había 

creado un mecanismo nacional de recopilación de datos sobre derechos humanos en 

colaboración con el ACNUDH. 

6. El mandato renovado y las reformas introducidas en la Comisión de Derechos 

Humanos de Etiopía habían permitido a la Comisión ajustarse a los principios relativos al 

estatuto de las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos 

(Principios de París) y ser acreditada como institución de categoría A. 

7. Se habían aprobado nuevas leyes para reforzar la independencia institucional y la 

autonomía operacional del poder judicial, que habían contribuido de forma decisiva a 

  

 1 A/HRC/WG.6/47/ETH/1. 

 2 A/HRC/WG.6/47/ETH/2. 

 3 A/HRC/WG.6/47/ETH/3. 

http://undocs.org/sp/A/HRC/WG.6/47/ETH/1
http://undocs.org/sp/A/HRC/WG.6/47/ETH/2
http://undocs.org/sp/A/HRC/WG.6/47/ETH/3
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promover la administración judicial autónoma. La legislación también tenía por objeto 

agilizar los procedimientos judiciales y garantizar el debido proceso, haciendo especial 

hincapié en la protección de los derechos de las mujeres, los niños y las personas con 

discapacidad. La aprobación de la Estrategia Nacional de Asistencia Jurídica incrementaría 

el acceso a la justicia, especialmente para las comunidades vulnerables y marginadas. 

8. Se habían revisado las leyes electorales para garantizar la independencia de la Junta 

Electoral Nacional de Etiopía y asegurar la participación inclusiva en las elecciones, en 

particular por parte de los grupos vulnerables. 

9. La nueva ley sobre las organizaciones de la sociedad civil había simplificado los 

procesos de registro y eliminado los límites máximos de financiación, entre otras cosas, con 

el objetivo de promover la libertad de asociación. 

10. La nueva ley de medios de comunicación había despenalizado la difamación y 

establecido una autoridad de medios de comunicación independiente para salvaguardar las 

libertades de prensa y fomentar un panorama mediático diverso y dinámico. 

11. Una nueva ley promulgada con vistas a mejorar las condiciones de reclusión preveía 

la construcción de instalaciones que cumplieran las normas internacionales, un aumento de 

la prestación de subsistencia de los reclusos, la creación de pabellones separados para mujeres 

y jóvenes infractores y un centro de rehabilitación específico para jóvenes. 

12. La Comisión de Diálogo Nacional de Etiopía, creada en 2021 para examinar las causas 

profundas de las graves divisiones y los conflictos que asolaban al país y reparar los agravios 

históricos con el objetivo de garantizar la paz, había logrado importantes avances en la 

facilitación de un diálogo abierto, inclusivo y transparente. 

13. Desde la firma del Acuerdo sobre la Cesación de las Hostilidades en 2022, Etiopía 

había realizado grandes progresos, entre otras cosas reconstruyendo zonas afectadas por los 

conflictos y restableciendo servicios esenciales en Tigray, y había seguido esforzándose por 

transformar el Acuerdo en una paz duradera. 

14. En abril de 2024 se había adoptado una política nacional de justicia transicional 

centrada en las víctimas para garantizar la rendición de cuentas por las graves violaciones de 

los derechos humanos cometidas en el pasado, promover la búsqueda de la verdad, fomentar 

la reconciliación, ofrecer medidas de reparación a las víctimas y emprender reformas 

institucionales. La política reflejaba la perseverancia de Etiopía en la aplicación del informe 

de la investigación conjunta realizada por la Comisión de Derechos Humanos de Etiopía y 

el ACNUDH, y del Acuerdo sobre la Cesación de las Hostilidades. Se habían redactado cinco 

instrumentos legislativos esenciales para aplicar la política, que estaban listos para el inicio 

de consultas con el público y los interesados. 

15. El Gobierno había instado a todos los grupos armados implicados en los conflictos de 

Oromia y Amhara a que entablaran un diálogo y una negociación encaminados a lograr la 

paz y la reconciliación. Se habían celebrado dos rondas de negociaciones con el Ejército de 

Liberación Oromo. Además, en Amhara, los consejos regionales de paz habían trabajado 

diligentemente para facilitar las conversaciones entre las distintas facciones y grupos, a pesar 

de las dificultades que planteaban sus estructuras de mando desorganizadas y su liderazgo 

fragmentado. 

16. Se había concedido la misma importancia a los derechos socioeconómicos y a los 

derechos civiles y políticos, puesto que se reconocía que esos derechos eran inherentemente 

indivisibles e interdependientes. Etiopía había mantenido su compromiso de garantizar en 

igual medida la plena efectividad de los derechos socioeconómicos y los derechos civiles y 

políticos. 

17. En 2019 se había puesto en marcha la Iniciativa Legado Verde en respuesta al cambio 

climático, con el objetivo de fomentar una economía resiliente al clima que garantizara la 

soberanía alimentaria y ampliara la cobertura forestal. Desde entonces, la Iniciativa se había 

convertido en un programa nacional emblemático y había permitido que 21 millones de 

voluntarios plantaran más de 25.000 millones de plantones, lo que había permitido 

incrementar la cobertura forestal. 
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18. Desde 2019, Etiopía había logrado importantes avances en la producción de trigo, lo 

que había contribuido a hacer efectivos los derechos socioeconómicos, en particular en las 

esferas de la seguridad alimentaria y la sostenibilidad agrícola. En 2023, Etiopía había 

alcanzado un hito al lograr la autosuficiencia en la producción de trigo y había podido 

satisfacer la demanda interna de trigo. El país también había comenzado a exportar trigo. 

19. Se habían adoptado importantes medidas para prevenir la trata de personas y el tráfico 

ilícito de migrantes, entre ellas la concertación de acuerdos bilaterales con los países de 

destino y la promulgación de leyes, en particular la Ley sobre el Empleo en el Extranjero. No 

obstante, Etiopía seguía teniendo dificultades para gestionar la migración y para impedir la 

migración irregular, en particular la trata de personas, lo que requería una cooperación 

internacional coordinada. 

 B. Diálogo interactivo y respuestas del Estado examinado 

20. En el diálogo interactivo formularon declaraciones 114 delegaciones. Las 

recomendaciones formuladas durante el diálogo figuran en la sección II del presente informe. 

21. Liechtenstein, Lituania, Luxemburgo, Madagascar, Malawi, Malasia, Maldivas, Malí, 

Mauritania, Mauricio, México, Mongolia, Montenegro, Marruecos, Mozambique, Namibia, 

Nepal, Nueva Zelandia, Nicaragua, Noruega, Omán, el Pakistán, Panamá, el Paraguay, 

Filipinas, Polonia, Portugal, Qatar, la República de Corea, la Federación de Rusia, la Arabia 

Saudita, el Senegal, Serbia, Sierra Leona, Singapur, Eslovenia, Sudáfrica, Sudán del Sur, 

España, Sri Lanka, el Sudán, Suecia, Suiza, la República Árabe Siria, Tailandia, el Togo, 

Túnez, Türkyie, Ucrania, los Emiratos Árabes Unidos, el Reino Unido de Gran Bretaña e 

Irlanda del Norte, la República Unida de Tanzanía, los Estados Unidos de América, 

Uzbekistán, Vanuatu, la República Bolivariana de Venezuela, Viet Nam, Zambia, 

Zimbabwe, Argelia, Angola, Australia, Austria, Azerbaiyán, Bangladesh, Belarús, Bélgica, 

Italia, Botswana, Bulgaria, Burkina Faso, Burundi, Camboya, el Camerún, el Canadá, Chile, 

China, Colombia, el Congo, Costa Rica, Côte d’Ivoire, Croacia, Croacia, Cuba, Chipre, 

Chequia, la República Popular Democrática de Corea, Dinamarca, Djibouti, Egipto, Eritrea, 

Estonia, Finlandia, Francia, Gambia, Georgia, Alemania, Ghana, la Santa Sede, Islandia, la 

India, Indonesia, la República Islámica del Irán, el Iraq, Irlanda, el Japón, Jordania, Kenya, 

Kuwait, la República Democrática Popular Lao, el Líbano, Lesotho, Libia, el Reino de los 

Países Bajos y el Níger formularon declaraciones. La versión completa de las declaraciones 

puede consultarse en la transmisión web archivada en el sitio web de las Naciones Unidas4. 

22. La delegación de Etiopía señaló que su país tenía la firme voluntad de asegurar la 

rendición de cuentas por toda violación de los derechos humanos. Se habían logrado 

progresos importantes a este respecto, en particular en el fortalecimiento de la independencia 

del poder judicial, el refuerzo del mandato de la Comisión de Derechos Humanos de Etiopía, 

el rápido despliegue de investigadores y fiscales a los lugares donde se habían cometido 

presuntas atrocidades y la facilitación del acceso del ACNUDH para la realización de 

investigaciones conjuntas con la Comisión. 

23. Durante el período que abarca el informe, 2.117 personas habían sido acusadas de 

presuntos delitos cometidos en el contexto del conflicto, entre las que se encontraban altos 

mandos y oficiales de rango medio del ejército, agentes de policía y dirigentes de las 

administraciones locales. Además, las investigaciones realizadas por la Fuerza Nacional de 

Defensa de Etiopía, a través de su mecanismo de justicia militar, habían dado lugar a 

condenas y a la imposición de penas, incluidas penas de cadena perpetua. 

24. Un grupo de trabajo interministerial había recopilado y preservado rigurosamente una 

gran cantidad de pruebas en Tigray, Amhara y Afar, que incluían 10.069 testimonios de 

testigos, 3.087 documentos escritos y 2.599 grabaciones de vídeo y fotografías. 

25. Con el fin de llevar a cabo con eficacia el proceso de justicia transicional en todo el 

país, de conformidad con la política de justicia transicional, se habían redactado cinco leyes 

relativas al reconocimiento de los crímenes internacionales, incluidos los crímenes de lesa 

  

 4 Véase https://webtv.un.org/en/asset/k1v/k1v9l03wc8. 

https://webtv.un.org/en/asset/k1v/k1v9l03wc8
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humanidad y los crímenes de guerra, el establecimiento de una comisión de reforma 

institucional y jurídica y la creación de un cargo de fiscal especial, un tribunal especial y una 

comisión de la verdad y la reconciliación. Las cinco leyes estaban listas para el inicio de 

consultas con el público y los interesados. 

26. En todos los tribunales federales y regionales se habían creado dependencias de 

protección de mujeres y niños, especializadas en investigaciones y enjuiciamientos, y salas 

adaptadas a las necesidades de los niños y las víctimas. Se habían abierto 82 centros 

polivalentes en todo el país para proporcionar atención médica y psicológica, asistencia 

jurídica y refugio temporal a las supervivientes de la violencia sexual. Se había introducido 

un procedimiento simplificado para denunciar la violencia de género en los centros de 

acogida y de rehabilitación. 

27. Se estaba prestando asistencia médica y psicosocial a las víctimas de violencia sexual 

y de género en Amhara y Afar. Estaba en marcha un proyecto dedicado a la capacitación 

profesional y la rehabilitación económica de las víctimas de violencia sexual y de género. Se 

habían construido cinco centros de acogida y de rehabilitación en localidades y woredas de 

Amhara y Afar afectadas por el conflicto con financiación pública, y miles de proveedores 

de apoyo psicosocial en Afar y Amhara habían recibido capacitación del Ministerio de 

Asuntos Sociales y de la Mujer. 

28. La Fuerza Nacional de Defensa de Etiopía había recibido formación en derecho 

internacional humanitario y había dirigido sistemáticamente sus operaciones contra objetivos 

militares legítimos. No obstante, el uso frecuente de emplazamientos civiles, entre otros 

lugares de culto, escuelas y centros de atención de la salud, como bases militares por parte 

de las fuerzas insurgentes había planteado importantes dificultades para la Fuerza Nacional 

de Defensa. 

29. Desde el examen anterior, Etiopía había presentado informes periódicos en 

cumplimiento de sus obligaciones de presentación de informes dimanantes de la Convención 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos y la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes. 

30. Etiopía había recibido con agrado las visitas del Relator Especial sobre la promoción 

y protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión y del ACNUDH en 2019 

y 2023, respectivamente. El Presidente/Relator del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones 

Forzadas o Involuntarias y el Relator Especial sobre el derecho al desarrollo habían asistido 

a una conferencia de derechos humanos en Etiopía. El país había respondido oportunamente 

a las comunicaciones de los procedimientos especiales. Sin embargo, algunas de sus 

solicitudes de visitas no habían podido ser atendidas debido a la pandemia de enfermedad 

por coronavirus (COVID-19) y al conflicto armado en el norte del país. 

31. La Comisión Internacional de Expertos en Derechos Humanos sobre Etiopía se había 

creado justo cuando el país estaba adoptando medidas cruciales para cumplir y aplicar las 

recomendaciones del informe de investigación conjunto del ACNUDH y de la Comisión de 

Derechos Humanos de Etiopía. Por este motivo, Etiopía había sostenido en todo momento 

que el establecimiento de la Comisión era innecesario, ya que duplicaba la labor que ya estaba 

en marcha y corría el riesgo de impedir avances significativos sobre el terreno. No obstante, 

Etiopía había demostrado su buena fe y su voluntad de colaborar con la Comisión y le había 

permitido acceder al país con el objetivo de proponerle directrices razonables para su labor. 

Lamentablemente, a pesar de esa voluntad de cooperación, los miembros de la Comisión 

habían optado por seguir adelante con sus opiniones preconcebidas, lo que había influido en 

el informe de la Comisión, que carecía de credibilidad. Por ello, Etiopía había impugnado el 

informe en su totalidad, pese a su historial de estrecha colaboración con los mecanismos de 

derechos humanos de las Naciones Unidas. 

32. La Ley de Medios de Comunicación, que había reemplazado leyes anteriores de 

carácter represivo, había conferido a la Autoridad de los Medios de Comunicación de Etiopía 

la facultad de actuar como organismo regulador independiente, había garantizado que la 

supervisión de los medios de comunicación permaneciera libre de la influencia del Ejecutivo, 

había permitido la inversión extranjera en el sector de los medios de comunicación nacionales 
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y había reconocido el derecho a formar asociaciones de medios de comunicación, lo que 

había dado lugar a la creación del Consejo de Medios de Comunicación de Etiopía. 

33. La capacidad, la imparcialidad y la independencia de la Junta Electoral Nacional de 

Etiopía se habían visto reforzadas gracias a una ley de 2019 que permitía la participación de 

las partes interesadas en el proceso de nombramiento de los miembros de la Junta, y que 

había eliminado toda influencia política sobre la Junta. 

34. La nueva Ley Electoral había levantado las restricciones impuestas a los observadores 

electorales y a los candidatos, había establecido mecanismos claros para la tramitación de 

reclamaciones, había reforzado los derechos al debido proceso y había fomentado la inclusión 

y una participación política más amplia al establecer mejores incentivos, con el objetivo 

específico de promover la participación de los grupos vulnerables. El requisito de 5.000 

firmas para la presentación de candidatos independientes se había reducido a 3.000 firmas en 

el caso de las personas con discapacidad, y también se había autorizado la asignación de 

fondos electorales adicionales a los partidos políticos con candidatos con discapacidad. La 

legislación sobre los medios de comunicación complementaba esas medidas al obligar a los 

medios a reservar gratuitamente tiempo de emisión adicional a las campañas electorales de 

los partidos políticos con candidatos con discapacidad. La Ley Electoral reconocía las 

dificultades singulares a las que se enfrentaban los desplazados internos y les permitía votar 

en colegios electorales designados en las zonas en las que residían temporalmente. La 

pandemia de COVID-19 había obligado a posponer las elecciones nacionales previstas 

para 2020, que se habían celebrado finalmente en 2021. La participación de personas con 

discapacidad había alcanzado niveles sin precedentes, y la representación de mujeres en la 

legislatura también había aumentado drásticamente. 

35. Se estaba ejecutando el Plan Quinquenal de Transformación del Sector de la Salud de 

Etiopía, cuyo objetivo era implementar los tres componentes de la cobertura sanitaria 

universal. En 2024 se había revisado la política de salud de 1993 para poner el foco en la 

atención primaria de salud y en la equidad y calidad de los servicios de salud. Se habían 

ampliado los puestos y los centros de salud, y el programa de extensión de la atención de la 

salud había seguido prestando servicios básicos con una buena relación costo-eficacia. 

36. Casi todos los centros de salud públicos ofrecían servicios de planificación familiar, 

y se había incrementado la cobertura de los servicios de salud reproductiva, materna, neonatal 

e infantil. En 2023, el 75 % de las mujeres embarazadas habían recibido atención para el 

parto en centros de salud. También había aumentado en un 66 % el número de mujeres que 

habían recibido servicios integrales relacionados con el aborto en los últimos cinco años, lo 

que había dado lugar a una reducción de la tasa de mortalidad materna, y se habían priorizado 

los servicios de prevención y tratamiento de la fístula obstétrica, así como de reintegración 

social. 

37. Todos los centros de salud ofrecían una gestión integrada de las enfermedades 

neonatales e infantiles para reducir al mínimo la mortalidad infantil y mejorar la salud de los 

niños, lo que había dado lugar a una disminución de la tasa de mortalidad neonatal en 2023. 

Se estaban estableciendo áreas para las personas con discapacidad en los centros de salud con 

el fin de garantizar su acceso equitativo a esos servicios. 

38. Gracias al plan estratégico nacional sobre el VIH/sida, el 90 % de las personas que 

vivían con el VIH conocían su estado serológico y el 94 % de ellas recibían tratamiento 

farmacológico. Se habían puesto en marcha un plan para eliminar el paludismo y una 

estrategia para erradicar la tuberculosis. Se había elaborado una estrategia centrada en la 

reducción de los comportamientos de riesgo y la promoción de un estilo de vida saludable, y 

se habían aplicado otras estrategias para mejorar la higiene y la salud ambiental. 

39. El sistema de salud se había visto afectado por las repercusiones del conflicto en 

algunas zonas del país. Se habían hecho esfuerzos para restaurar las instalaciones dañadas y 

prestar servicios de salud a los desplazados internos alojados en albergues. 

40. Se había desarrollado un sistema de gestión de la salud pública a nivel nacional y 

subnacional para coordinar y fortalecer todas las iniciativas dirigidas a prevenir, detectar y 

atender las emergencias de salud pública. 
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41. Se había elaborado una estrategia nacional de rendición de cuentas del sector de la 

salud para tramitar las quejas relativas a la falta de medicamentos, la integridad profesional 

y las infraestructuras en 864 distritos. 

42. La Política de Educación y Formación revisada había permitido que los alumnos 

dedicaran al menos el 20 % de su tiempo a la formación práctica relacionada con su futuro 

ámbito de trabajo. También preveía medidas de desarrollo profesional continuo y un sistema 

de licencias profesionales para que los docentes, los formadores y los responsables del sector 

de la educación pudieran mejorar sus competencias. 

43. Un proyecto de ley de educación, que se encontraba en proceso de validación, preveía 

la creación de un fondo nacional de educación para apoyar diversas iniciativas educativas. 

Se seguían aplicando distintas estrategias para hacer frente a los numerosos desafíos que 

entrañaba la prestación de una enseñanza inclusiva y de calidad. La Hoja de Ruta para el 

Desarrollo del Sector de la Educación (2020-2025) había establecido objetivos para aumentar 

la matriculación de estudiantes con discapacidad. Una ley promulgada en 2019 preveía que 

los refugiados tuvieran acceso a la atención de la primera infancia y a la educación primaria 

en las mismas circunstancias que los ciudadanos. 

44. Se estaba aplicando una política marco de ámbito nacional para garantizar la 

sostenibilidad de los programas nacionales de alimentación escolar. Se había formulado la 

Estrategia de Educación para Comunidades de Pastores con el fin de prestar un apoyo 

especial a dichas comunidades y de garantizarles una enseñanza de calidad. 

45.  En 2021, las clases al alumnado de los grados 1º a 12º se habían impartido por 

televisión debido al cierre de las escuelas por la pandemia de COVID-19. También se habían 

impartido clases en lengua de señas. 

46. En 2023 se había promulgado una ley para conferir autonomía a las universidades con 

el objetivo de mejorar la calidad y la eficacia de las instituciones de educación superior, así 

como su competitividad internacional. 

47. La Ley de Refugiados había garantizado a estas personas diversos derechos, entre 

ellos el acceso a una educación de calidad, a servicios básicos de atención de la salud y a la 

posibilidad de buscar empleo. La Ley se aplicaba mediante marcos normativos y directrices, 

incluida una directiva sobre el derecho al trabajo. Se habían adoptado medidas importantes, 

en particular mediante un enfoque “pangubernamental”, para crear un entorno propicio que 

promoviera la inclusión de los refugiados en el sector socioeconómico. También se habían 

dedicado esfuerzos considerables a mejorar la inscripción de los nacimientos, lo que permitía 

conferir una identidad legal, mitigar el riesgo de apatridia y garantizar que los niños 

refugiados tuvieran acceso a los derechos básicos y a los servicios esenciales. 

48. Se había elaborado un proyecto de ley para prevenir el desplazamiento interno, brindar 

la protección y la asistencia necesarias y garantizar corredores seguros para el acceso 

humanitario. La reubicación segura y voluntaria de los desplazados internos se había previsto 

en marcos estratégicos como la Iniciativa de Soluciones Duraderas de 2019 y la Política 

Nacional de Protección Social de 2020. 

49. Etiopía había trabajado con organismos de las Naciones Unidas y con distintas 

organizaciones no gubernamentales para mejorar la protección y la asistencia prestada a los 

desplazados internos. Esa colaboración se había centrado en eliminar las barreras 

administrativas que obstaculizaban los flujos de ayuda. 

50. En 2024 se había elaborado una política y estrategia nacional integral sobre la gestión 

del riesgo de desastres. 

51. La garantía del derecho al trabajo se basaba, entre otros instrumentos, en la Política y 

Estrategia Nacional de Empleo , la Política de la Industria Manufacturera, el Plan de Acción 

para la Creación de Empleo, la Agenda Nacional de Reforma Económica, el segundo Plan de 

Crecimiento y Transformación y el actual Plan Nacional Decenal de Desarrollo. Además, la 

modificación de diversos instrumentos legislativos y la promulgación de nuevas leyes habían 

consagrado disposiciones dirigidas a generar empleo y a garantizar condiciones de trabajo 

favorables. 
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52. En relación con el derecho a la seguridad social, se había ampliado la cobertura del 

Programa de Redes de Seguridad Productivas para dar cabida a un mayor número de 

beneficiarios. También se habían introducido mejoras en el régimen de seguridad social de 

los trabajadores de los sectores sector público y privado, entre otras cosas mediante 

modificaciones legislativas y la introducción del intervalo de ajuste de las pensiones. 

53.  La producción de trigo había experimentado un cambio transformador gracias al uso 

de variedades mejoradas, resilientes al clima, de alto rendimiento y tolerantes al calor, lo que 

había dado lugar a un aumento considerable de la producción agrícola. El Programa 

Participativo de Desarrollo del Riego en Pequeña Escala (2017-2024) había contribuido a 

garantizar la seguridad alimentaria a nivel de los hogares. 

54. Se habían adoptado diversas medidas para hacer frente a la escasez de agua y mejorar 

su accesibilidad y su asequibilidad, entre ellas el Programa Nacional One WASH, que había 

dado acceso al agua limpia a más de 20 millones de personas. La segunda fase del Proyecto 

de Abastecimiento de Agua y Saneamiento Urbano había supuesto enormes inversiones en 

sistemas de agua corriente, lo que había contribuido a aumentar la cobertura del 

abastecimiento de agua y a mejorar las instalaciones de saneamiento en las ciudades, 

prestando especial atención a la asequibilidad para los hogares de bajos ingresos. Se había 

aplicado una política de desarrollo urbano en relación con el acceso a la tierra y la vivienda 

y el desarrollo de infraestructuras, entre otras esferas. Las iniciativas de creación de 

corredores habían generado beneficios potenciales, como el crecimiento económico, la 

creación de empleo y la mejora de las infraestructuras. 

55. El crecimiento económico sostenido en el anterior decenio había permitido lograr 

importantes avances en la reducción de la pobreza y el hambre y en la mejora de la salud, la 

educación y las condiciones de vida. También se habían producido mejoras en materia de 

desarrollo gracias a la Agenda Nacional de Reforma Económica. Se había dado prioridad a 

sectores clave para mitigar la pobreza, como la agricultura, la educación, la salud, el agua, 

las carreteras y la gestión de los recursos naturales, a los que se habían destinado alrededor 

de dos tercios del presupuesto. 

56. Se habían adoptado medidas para erradicar la violencia contra las mujeres y las niñas, 

entre ellas la aplicación estricta de la legislación penal pertinente, la realización de campañas 

en los medios de comunicación y la celebración de diálogos con dirigentes religiosos y 

comunitarios, los debates en las escuelas, el establecimiento de líneas telefónicas de 

asistencia contra la violencia de género y las prácticas tradicionales nocivas, la priorización 

de la erradicación de la violencia de género en el Plan Nacional Decenal de Desarrollo, la 

aplicación de la Hoja de Ruta Nacional Presupuestada para Acabar con el Matrimonio Infantil 

y la Mutilación Genital Femenina y la revisión del Plan Estratégico para una Respuesta 

Integrada y Multisectorial a la Violencia contra las Mujeres y los Niños y la Atención a los 

Niños en el Sistema de Justicia, efectuada en 2023. En el contexto del conflicto, la política 

de justicia transicional preveía el enjuiciamiento de los casos de violencia sexual, la 

prestación de apoyo y asesoramiento psicológicos y la disponibilidad de servicios de 

rehabilitación y de refugios. 

57. La delegación señaló que Etiopía era consciente que existían desafíos, en particular 

en relación con el conflicto armado y los efectos del cambio climático, pero el país tenía la 

firme voluntad de afrontarlos respetando los derechos y las libertades de todos los etíopes y 

velando por la paz y el desarrollo sostenibles. 

 II. Conclusiones y/o recomendaciones 

58. Etiopía examinará las recomendaciones que figuran a continuación y les dará 

respuesta a su debido tiempo, pero a más tardar en el 58º período de sesiones del 

Consejo de Derechos Humanos: 

58.1 Finalizar la labor en curso para adherirse a la Convención Internacional 

sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de 

Sus Familiares (Madagascar); 
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58.2 Ratificar la Convención Internacional sobre la Protección de los 

Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de Sus Familiares (Côte 

d’Ivoire) (Senegal) (Sudán del Sur); 

58.3 Continuar sus deliberaciones sobre la posibilidad de adherirse a la 

Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 

Desapariciones Forzadas (Tailandia); 

58.4 Tomar medidas para ultimar los procedimientos de adhesión a la 

Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 

Desapariciones Forzadas (Iraq); 

58.5 Acelerar el proceso de adhesión a la Convención Internacional para la 

Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas (Japón); 

58.6 Considerar la posibilidad de ratificar la Convención Internacional para 

la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas (Chile) 

(Malawi) (Senegal); 

58.7 Ratificar la Convención Internacional para la Protección de Todas las 

Personas contra las Desapariciones Forzadas (Croacia) (Francia) (Níger) 

(Zambia); 

58.8 Ratificar la Convención Internacional para la Protección de Todas las 

Personas contra las Desapariciones Forzadas y el Segundo Protocolo Facultativo 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena 

de muerte (Mongolia); 

58.9 Ratificar la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 

Crueles, Inhumanos o Degradantes (Costa Rica); 

58.10 Ratificar el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y 

Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (Dinamarca) (Francia) 

(Ucrania); 

58.11 Proseguir sus esfuerzos para fortalecer su marco jurídico en materia de 

derechos humanos ratificando el Protocolo Facultativo de la Convención contra 

la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (Burkina 

Faso); 

58.12 Considerar la posibilidad de ratificar el Segundo Protocolo Facultativo 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena 

de muerte (Namibia); 

58.13 Ratificar el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte (Madagascar) 

(Polonia) (España); 

58.14 Ratificar el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte, como se 

recomendó anteriormente (Chequia); 

58.15 Considerar la posibilidad de adherirse al Estatuto de Roma de la Corte 

Penal Internacional y de ratificar la Convención Internacional para la 

Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas 

(Colombia); 

58.16 Considerar la posibilidad de adherirse al Estatuto de Roma de la Corte 

Penal Internacional (Namibia); 

58.17 Considerar la posibilidad de adherirse al Estatuto de Roma de la Corte 

Penal Internacional (Madagascar); 

58.18 Adherirse al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y 

adecuar plenamente la legislación nacional a todas las obligaciones dimanantes 

del Estatuto de Roma (Estonia); 
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58.19 Ratificar el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 

(Liechtenstein); 

58.20 Ratificar el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y la 

Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 

Desapariciones Forzadas (México); 

58.21 Ratificar el Tratado sobre el Comercio de Armas y la Convención sobre 

Municiones en Racimo (Panamá); 

58.22 Ratificar los tratados fundamentales de derechos humanos en los que 

aún no sea parte, así como el Protocolo Facultativo de la Convención contra la 

Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (Paraguay); 

58.23 Ratificar todos los instrumentos fundamentales de derechos humanos 

en los que aún no sea parte (Italia); 

58.24 Seguir cooperando con los mecanismos de derechos humanos de las 

Naciones Unidas y de la Unión Africana (Malawi); 

58.25 Proseguir la cooperación del Gobierno de Etiopía con los mecanismos 

internacionales de derechos humanos de las Naciones Unidas y de la Unión 

Africana (Federación de Rusia); 

58.26 Mantener su colaboración con los mecanismos de derechos humanos 

para seguir avanzando en la promoción y protección de los derechos de su pueblo 

(Camboya); 

58.27 Cumplir con sus obligaciones en materia de presentación de informes a 

los diversos órganos de tratados y cursar una invitación permanente a todos los 

titulares de mandatos de los procedimientos especiales (Nueva Zelandia); 

58.28 Cursar una invitación permanente a los titulares de mandatos de los 

procedimientos especiales de las Naciones Unidas (Ucrania); 

58.29 Cursar una invitación permanente a los procedimientos especiales, 

como se recomendó anteriormente (Chequia); 

58.30 Extender una invitación abierta y permanente para que los titulares de 

mandatos de los procedimientos especiales visiten el país (Paraguay); 

58.31 Cursar invitaciones permanentes a los titulares de mandatos de los 

procedimientos especiales de las Naciones Unidas y brindarles acceso sin trabas 

a todas las regiones del país (Lituania); 

58.32 Permitir el acceso rápido y sin restricciones de los organismos 

humanitarios y los defensores de los derechos humanos a todas las zonas del país 

(Nueva Zelandia); 

58.33 Conceder acceso sin trabas a los observadores internacionales y locales 

de los derechos humanos, también a los lugares de privación de libertad y a las 

zonas de conflicto (Estados Unidos de América); 

58.34 Reforzar la cooperación internacional con los actores que estime 

pertinente a los fines de seguir promoviendo los derechos humanos en su 

territorio (República Bolivariana de Venezuela); 

58.35 Aplicar plenamente las recomendaciones formuladas por la Comisión 

Internacional de Expertos en Derechos Humanos sobre Etiopía (Liechtenstein); 

58.36 Elevar la edad mínima de responsabilidad penal para que el sistema de 

justicia juvenil se ajuste a las normas internacionales (Colombia); 

58.37 Elevar la edad de responsabilidad penal para ajustarla a las normas 

internacionales (Congo); 

58.38 Proseguir y fortalecer la aplicación de su política de justicia transicional 

a fin de establecer un proceso creíble, centrado en las víctimas, transparente e 

independiente que cumpla las normas internacionales (Bélgica); 
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58.39 Velar por que la justicia transicional se aplique mediante un proceso 

centrado en los derechos humanos y en las víctimas (Chipre); 

58.40 Aplicar la política y la hoja de ruta de justicia transicional, incluidos 

procesos de justicia imparciales, centrados en las personas y respetuosos de los 

derechos humanos (Irlanda); 

58.41 Redoblar los esfuerzos de rendición de cuentas por las atrocidades 

cometidas, especialmente mediante la aplicación de un proceso de justicia 

transicional que cumpla las normas internacionales (Austria); 

58.42 Realizar todos los esfuerzos posibles para aplicar un proceso de justicia 

transicional creíble, centrado en las víctimas y respetuoso de los derechos 

humanos, y para iniciar las investigaciones sin demora (Croacia); 

58.43 Implementar un proceso de justicia transicional eficaz, centrado en las 

víctimas, respetuoso de los derechos humanos y transparente, que esté focalizado 

en el norte de Etiopía y que garantice la rendición de cuentas mediante el 

establecimiento de un tribunal independiente y el inicio de las investigaciones sin 

demora (Alemania); 

58.44 Fortalecer los mecanismos de aplicación de la política de justicia 

transicional recientemente adoptada (Kenya); 

58.45 Consolidar los progresos realizados en el proceso de justicia 

transicional, incluida la elaboración de la política de justicia transicional, y velar 

por que el proceso sea inclusivo y se base en las normas jurídicas internacionales 

y regionales (Suiza); 

58.46 Realizar un seguimiento de la política de justicia transicional, el proceso 

de diálogo nacional y el proceso de desmovilización, desmilitarización y 

reintegración, garantizando con ello una aplicación coherente y creíble (Italia); 

58.47 Llevar a cabo un proceso de rendición de cuentas y de justicia 

transicional creíble, inclusivo, centrado en las víctimas y transparente, que se 

ajuste a las normas regionales e internacionales de derechos humanos y que 

cuente con la participación de expertos internacionales (Suecia); 

58.48 Armonizar la actual política de justicia transicional con las obligaciones 

jurídicas internacionales para asegurar la rendición de cuentas, la justicia, las 

reparaciones y las garantías de no repetición (Noruega); 

58.49 Proseguir los esfuerzos para garantizar el acceso de las víctimas a la 

justicia, acelerando la implementación de los mecanismos de reparación y de 

justicia transicional de manera inclusiva y transparente (Camerún); 

58.50 Velar por que todas las constituciones estatales respeten el derecho 

igualitario de participación en la vida política y pública para todas las etnias en 

todos los estados de la federación (Gambia); 

58.51 Seguir adoptando medidas eficaces para proteger los derechos de todas 

las personas afectadas por los conflictos, especialmente los grupos vulnerables, 

como las mujeres y los niños (Indonesia); 

58.52 Integrar la igualdad de género y la equidad intergeneracional en todas 

las políticas humanitarias (Angola); 

58.53 Adoptar y aplicar el tercer Plan de Acción Nacional de Derechos 

Humanos de Etiopía (Canadá); 

58.54 Seguir trabajando para garantizar la independencia de la institución 

nacional de derechos humanos y mejorar sus capacidades (Omán); 

58.55 Seguir fortaleciendo la capacidad de las instituciones nacionales de 

derechos humanos, incluida la Comisión de Derechos Humanos de Etiopía y la 

institución del Defensor del Pueblo, para promover los derechos humanos y la 

buena gobernanza (Belarús); 
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58.56 Seguir fortaleciendo la independencia y la capacidad de las instituciones 

nacionales de derechos humanos, como la Comisión de Derechos Humanos de 

Etiopía (Vanuatu); 

58.57 Fortalecer la institución nacional de derechos humanos garantizándole 

una financiación adecuada, adherirse plenamente a los Principios de París y 

asegurar el acceso a todas las esferas que son motivo de preocupación (Croacia); 

58.58 Seguir fortaleciendo las instituciones nacionales de derechos humanos y 

garantizarles una financiación adecuada (Chipre); 

58.59 Seguir prestando apoyo a la Comisión de Derechos Humanos de Etiopía, 

entre otras cosas proporcionándole financiación adecuada para que pueda 

desempeñar sus funciones de manera independiente y eficaz (Bulgaria); 

58.60 Seguir prestando apoyo financiero a la Comisión de Derechos Humanos 

de Etiopía (Georgia); 

58.61 Proporcionar financiación adecuada a la Comisión de Derechos 

Humanos de Etiopía, respetando plenamente los Principios de París y 

garantizando el acceso a todas las esferas que son motivo de preocupación 

(Alemania); 

58.62 Seguir fortaleciendo las instituciones nacionales de derechos humanos 

con el fin de promover y proteger los derechos de las mujeres y los niños 

(Uzbekistán); 

58.63 Establecer un mecanismo nacional permanente de implementación, 

presentación de informes y seguimiento de recomendaciones sobre derechos 

humanos, considerando la posibilidad de recibir cooperación a tal efecto 

(Paraguay); 

58.64 Reforzar las medidas dirigidas a prevenir y erradicar todas las formas 

de discriminación, incluidas las basadas en motivos de raza, sexo, religión y 

discapacidad (Indonesia); 

58.65 Garantizar la protección de los derechos humanos de todas las personas 

sin distinción de origen (Francia); 

58.66 Brindar protección efectiva contra la discriminación por motivos de 

origen étnico y garantizar la igualdad de todos los grupos étnicos (Polonia); 

58.67 Intensificar los programas de educación y capacitación en derechos 

humanos, haciendo hincapié en la igualdad de género, los derechos del niño y 

otras personas en situaciones de vulnerabilidad (Filipinas); 

58.68 Adoptar medidas para garantizar la igualdad de género en los procesos 

de adopción de decisiones a nivel federal, regional y local, en las funciones 

legislativas y judiciales (Luxemburgo); 

58.69 Establecer una moratoria sobre la pena de muerte con miras a su 

abolición y adoptar medidas para conmutar las condenas a muerte por penas de 

cadena perpetua (Liechtenstein); 

58.70 Establecer una moratoria sobre la pena de muerte con miras a su 

abolición (Lituania); 

58.71 Establecer una moratoria sobre la pena de muerte y considerar su 

abolición total (Chile); 

58.72 Establecer una moratoria de iure sobre la pena de muerte con miras a 

su abolición (Ucrania); 

58.73 Establecer una moratoria de iure sobre la pena de muerte y ratificar el 

Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, destinado a abolir la pena de muerte (Estonia); 
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58.74 Establecer una moratoria formal sobre la pena de muerte como paso 

hacia su abolición completa (Australia); 

58.75 Adoptar una moratoria de iure sobre las ejecuciones con miras a abolir 

formalmente la pena de muerte (Italia); 

58.76 Formalizar la moratoria de facto sobre la pena de muerte con miras a 

su abolición total y ratificar el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Portugal); 

58.77 Establecer una moratoria sobre la pena de muerte y modificar la 

definición de tortura en el Código Penal alineándola plenamente a la Convención 

contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 

(Colombia); 

58.78 Abolir la pena de muerte (Francia); 

58.79 Abolir la pena de muerte y ratificar el Segundo Protocolo Facultativo 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena 

de muerte (Islandia); 

58.80 Fortalecer la legislación nacional en línea con el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos y su Segundo Protocolo Facultativo, destinado a 

abolir la pena de muerte (Costa Rica); 

58.81 Modificar la legislación vigente con el fin de reducir los tipos de delitos 

sujetos a la pena de muerte, con miras a la abolición total (Paraguay); 

58.82 Adoptar medidas para conmutar las penas de los condenados a muerte 

por penas de cadena perpetua (Togo); 

58.83 Promulgar legislación sobre el delito de tortura de conformidad con las 

disposiciones de la Convención contra la Tortura y tratar con eficacia todas las 

denuncias de tortura (Gambia); 

58.84 Promulgar una ley que tipifique y sancione el crimen de tortura de 

acuerdo con la definición de la Convención contra la Tortura, así como también 

establecer su imprescriptibilidad (Paraguay); 

58.85 Intensificar los esfuerzos para promulgar una legislación integral sobre 

el delito de tortura en consonancia con la Convención contra la Tortura 

(Bangladesh); 

58.86 Promulgar legislación integral sobre el delito de tortura, en consonancia 

con la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 

o Degradantes, atendiendo al compromiso asumido por Etiopía en el contexto de 

la iniciativa Derechos Humanos 75 (Liechtenstein); 

58.87 Elaborar y aplicar un marco jurídico integral que regule el uso de la 

fuerza por las fuerzas de seguridad (Sierra Leona); 

58.88 Fortalecer las leyes y políticas contra la tortura y los malos tratos a las 

personas privadas de libertad (Botswana); 

58.89 Intensificar los esfuerzos para combatir la tortura, entre otras cosas 

mediante la aprobación de leyes que se ajusten a las normas internacionales 

(Líbano); 

58.90 Continuar las investigaciones independientes y transparentes de todas 

las denuncias de tortura en lugares de detención y ratificar el Protocolo 

Facultativo de la Convención contra la Tortura, como se recomendó 

anteriormente (Chequia); 

58.91 Intensificar los esfuerzos para investigar los actos de uso excesivo de la 

fuerza por parte de la policía y las fuerzas de seguridad, en particular durante 

las protestas (Lesotho); 
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58.92 Fortalecer la eficacia de los mecanismos de vigilancia de las condiciones 

de los lugares de detención para prevenir los malos tratos (Marruecos); 

58.93 Ordenar sin demora una investigación transparente e imparcial sobre 

las denuncias de tortura y malos tratos, ejecuciones y desapariciones forzadas en 

todos los centros de detención federales y regionales, incluidos los centros 

irregulares, y ratificar el Protocolo Facultativo de la Convención contra la 

Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (Nueva 

Zelandia); 

58.94 Proseguir sus esfuerzos para establecer investigaciones transparentes, 

independientes e imparciales de las denuncias de tortura y malos tratos en todos 

los centros de detención federales y regionales y en las comisarías de policía 

(Suiza); 

58.95 Velar por que todos los casos de uso excesivo de la fuerza por parte de 

la policía y las fuerzas de seguridad se investiguen de manera rápida, imparcial 

y efectiva, que los responsables sean llevados ante la justicia y que las víctimas 

reciban reparación (Liechtenstein); 

58.96 Velar por que las condiciones de detención se ajusten a las normas 

internacionales de derechos humanos, en particular las Reglas Mínimas de las 

Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Togo); 

58.97 Velar por que las condiciones de detención se ajusten a las normas 

internacionales de derechos humanos pertinentes, incluidas las Reglas Mínimas 

de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson 

Mandela) (Dinamarca); 

58.98 Garantizar el respeto de los derechos jurídicos fundamentales de todas 

las personas en los lugares de detención (Gambia); 

58.99 Velar por que las condiciones en las cárceles se ajusten a las Reglas 

Nelson Mandela (Sudáfrica); 

58.100 Adoptar nuevas medidas para garantizar que las condiciones de 

detención se ajusten a las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el 

Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela) y las Reglas de las 

Naciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas No Privativas 

de la Libertad para las Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok) (Tailandia); 

58.101 Combatir el hacinamiento en las cárceles y mejorar las condiciones de 

detención, de conformidad con las normas internacionales (Libia); 

58.102 Redoblar los esfuerzos para poner fin a las detenciones arbitrarias de 

defensores, defensoras y activistas de derechos humanos (Chile); 

58.103 Seguir adoptando medidas concretas para combatir la impunidad y 

asegurar la rendición de cuentas por las violaciones de los derechos humanos 

(Sierra Leona); 

58.104 Adoptar medidas enérgicas para frenar la posesión ilegal, la 

proliferación y el uso de armas pequeñas y ligeras, en particular en las regiones 

afectadas por el conflicto (Santa Sede); 

58.105 Defender plenamente los principios humanitarios y el derecho 

internacional humanitario protegiendo a los civiles y garantizando que los 

agentes humanitarios tengan un acceso seguro y sin trabas a las personas 

necesitadas (Suecia); 

58.106 Garantizar la protección de los civiles, especialmente las mujeres y los 

niños, en las zonas de conflicto y perseguir penalmente las presuntas violaciones 

del derecho internacional humanitario y de los derechos humanos (Austria); 

58.107 Continuar fortaleciendo las medidas de protección para la población 

civil en las regiones afectadas por situaciones de conflicto garantizando el respeto 
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de los derechos humanos de conformidad con los estándares internacionales 

(Costa Rica); 

58.108 Fortalecer la protección de los derechos humanos en las zonas de 

conflicto y garantizar la rendición de cuentas por las violaciones (Mozambique); 

58.109 Garantizar la rendición de cuentas por todas las violaciones y abusos 

de los derechos humanos y las violaciones del derecho internacional humanitario, 

especialmente con respecto a la violencia sexual y de género, y asegurar el acceso 

a la justicia a las víctimas de esos delitos (Eslovenia); 

58.110 Garantizar la rendición de cuentas por todas las violaciones del derecho 

internacional humanitario y del derecho internacional de los derechos humanos 

(Lituania); 

58.111 Investigar y enjuiciar todas las denuncias de violaciones de los derechos 

humanos y del derecho internacional humanitario por motivos étnicos (Gambia); 

58.112 Continuar implementando de manera soberana sus planes de reforma 

económica dirigidos a abordar los desafíos macroeconómicos y promover el 

desarrollo socioeconómico inclusivo y sostenible, sin injerencias en sus asuntos 

internos (Nicaragua); 

58.113 Seguir esforzándose por alcanzar los objetivos del Plan Nacional de 

Desarrollo Económico y Social (Omán); 

58.114 Seguir aplicando las medidas en curso para promover la buena 

gobernanza y mejorar la transparencia y la rendición de cuentas en la 

administración pública y las instituciones gubernamentales (Sri Lanka); 

58.115 Seguir reforzando las medidas administrativas y jurídicas dirigidas a 

combatir la corrupción y promover la buena gobernanza, la transparencia y la 

rendición de cuentas (Bangladesh); 

58.116 Fortalecer los mecanismos institucionales para lograr la armonía en la 

sociedad mediante el diálogo y la resolución de las diferencias por medios 

pacíficos (India); 

58.117 Establecer mecanismos sólidos de seguimiento y evaluación para 

controlar el avance del proceso de justicia transicional y garantizar la rendición 

de cuentas (Sierra Leona); 

58.118 Facilitar la participación genuina de la sociedad civil, los medios de 

comunicación y las organizaciones no gubernamentales en los asuntos públicos y 

en la toma de decisiones, en particular eliminando los obstáculos jurídicos y 

procesales a sus actividades (Austria); 

58.119 Alentar a los partidos políticos y a la población en general a apoyar 

activamente a la Comisión de Diálogo Nacional de Etiopía (Santa Sede); 

58.120 Redoblar los esfuerzos para garantizar la independencia del poder 

judicial aumentando su presupuesto administrativo y fortaleciendo su capacidad 

institucional (Lesotho); 

58.121 Garantizar la independencia del poder judicial en el proceso de justicia 

transicional estableciendo un proceso independiente de investigación y 

evaluación de los jueces (Canadá); 

58.122 Seguir fortaleciendo la capacidad de recursos humanos del sistema de 

justicia para mejorar el acceso de la ciudadanía a la justicia (Zimbabwe); 

58.123 Fortalecer la independencia del poder judicial para que esté libre de 

toda influencia del Ejecutivo y garantizar que los funcionarios encargados de 

hacer cumplir la ley rindan cuentas (Libia); 

58.124 Proseguir sus esfuerzos para garantizar la justicia y la rendición de 

cuentas de manera inclusiva y transparente (Türkiye); 
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58.125 Investigar plenamente, enjuiciar y exigir responsabilidades a todos los 

autores de violaciones y abusos de los derechos humanos, de conformidad con el 

derecho y las normas internacionales de derechos humanos, con el fin de 

promover la reconciliación nacional y el estado de derecho (Canadá); 

58.126 Velar por que todos los autores de violaciones y abusos de los derechos 

humanos rindan cuentas (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte); 

58.127 Intensificar los esfuerzos para investigar todas las denuncias creíbles 

de crímenes y violaciones de los derechos humanos cometidos por todas las partes 

en el conflicto armado desde finales de 2020 (Ucrania); 

58.128 Establecer mecanismos judiciales efectivos y transparentes para 

garantizar la rendición de cuentas por los asesinatos de todos los trabajadores 

humanitarios que han tenido lugar durante los últimos cuatro años, así como 

para garantizar su protección en el desempeño de su labor (España); 

58.129 Emitir una directriz de mando a las fuerzas de seguridad etíopes que 

prohíba las violaciones de los derechos humanos y exija la rendición de cuentas 

por parte de sus autores mediante procesos judiciales transparentes y centrados 

en las víctimas (Estados Unidos de América); 

58.130 Garantizar la protección y la defensa de los derechos civiles y políticos, 

en particular las libertades de expresión y de reunión (Nueva Zelandia); 

58.131 Proteger y defender los derechos civiles y políticos, en particular las 

libertades de expresión y de reunión, también para los defensores de los derechos 

humanos (Australia); 

58.132 Fortalecer las iniciativas para garantizar las libertades y los derechos 

fundamentales consagrados en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos (Japón); 

58.133 Garantizar la libertad de reunión, la libertad de expresión y la libertad 

de los medios de comunicación, en particular mediante una mayor protección de 

los defensores de los derechos humanos y los periodistas en el país, entre otras 

cosas aboliendo efectivamente las medidas adoptadas durante el estado de 

emergencia (Reino de los Países Bajos); 

58.134 Respetar las libertades de expresión, asociación y reunión pacífica y 

garantizar la protección y la seguridad de los periodistas, los defensores de los 

derechos humanos y los políticos frente a las violaciones y los abusos de los 

derechos humanos perpetrados por agentes estatales y no estatales (Noruega); 

58.135 Garantizar la libertad de opinión y de expresión salvaguardando la 

independencia de los medios de comunicación y protegiendo a los periodistas del 

acoso y la violencia (República de Corea); 

58.136 Garantizar que se respeten los derechos a la libertad de expresión y de 

reunión y que los periodistas, la sociedad civil y los defensores de los derechos 

humanos puedan llevar a cabo sus actividades sin ser objeto de intimidación, 

represalias o detención arbitraria (Bélgica); 

58.137 Proteger la libertad de expresión e investigar las denuncias de acoso, 

intimidación y detención arbitraria de periodistas y defensores de los derechos 

humanos (Luxemburgo); 

58.138 Promulgar leyes y adoptar medidas para proteger a los periodistas y 

otros activistas de derechos humanos y derogar toda legislación que obstaculice 

la libertad de expresión y de opinión (Ghana); 

58.139 Garantizar un entorno propicio y seguro para los defensores de los 

derechos humanos, los periodistas y la sociedad civil (España); 

58.140 Velar por que los defensores de los derechos humanos puedan realizar 

su labor en todas las zonas del país (Suecia); 
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58.141 Proteger a los periodistas, defensores de los derechos humanos y 

miembros de la oposición política contra el acoso, los ataques o las injerencias 

indebidas, y poner fin a la práctica de detenerlos, encarcelarlos y enjuiciarlos 

(Alemania); 

58.142 Poner en libertad a las personas recluidas por ejercer la libertad de 

expresión o de reunión pacífica, entre ellos dirigentes de la sociedad civil, 

periodistas y miembros de la oposición (Estados Unidos de América); 

58.143 Tomar medidas para el cumplimiento de la ley de medios de 

comunicación, eliminando las barreras que limitan el ejercicio efectivo de la 

libertad de prensa (Chile); 

58.144 Continuar implementando acciones que garanticen la aplicación 

efectiva de la nueva ley de medios de comunicación (Cuba); 

58.145 Brindar especial protección a la infraestructura educativa en las zonas 

afectadas por enfrentamientos armados y considerar la adhesión a la 

Declaración sobre Escuelas Seguras (Colombia); 

58.146 Establecer la edad legal para contraer matrimonio en 18 años y 

garantizar la aplicación de las disposiciones jurídicas existentes que protegen a 

los niños, incluida la prohibición de la mutilación genital femenina (Islandia); 

58.147 Mantener los esfuerzos dedicados a poner fin al matrimonio infantil y 

al matrimonio por secuestro (Filipinas); 

58.148 Redoblar los esfuerzos para combatir, prevenir y sancionar la trata de 

personas y proporcionar capacitación adecuada a todos los funcionarios estatales 

competentes, incluidos jueces, fiscales, funcionarios encargados de hacer cumplir 

la ley y fuerzas de seguridad (Maldivas); 

58.149 Redoblar los esfuerzos para combatir, prevenir y sancionar la trata de 

personas, entre otras cosas impartiendo capacitación adecuada a todos los 

funcionarios estatales competentes (Líbano); 

58.150 Proseguir los esfuerzos para combatir la trata de personas, en 

particular la explotación de niños y mujeres, fortaleciendo la lucha contra los 

traficantes (Djibouti); 

58.151 Intensificar las medidas para combatir, prevenir y sancionar la trata 

de personas (Lesotho); 

58.152 Adoptar medidas adicionales para combatir la trata de personas a 

través de diversos mecanismos jurídicos e institucionales (Azerbaiyán); 

58.153 Mejorar la capacidad de los órganos federales y regionales para hacer 

cumplir la Ley núm. 1178/2020 sobre la prevención de la trata y el tráfico ilícito 

de migrantes (República Islámica del Irán); 

58.154 Mejorar el apoyo prestado a las supervivientes de la violencia sexual y 

de género relacionada con los conflictos, fortaleciendo su acceso a la justicia y a 

la asistencia jurídica y a los servicios sociales y de salud, garantizando al mismo 

tiempo su participación activa en los procesos de adopción de decisiones 

(Bélgica); 

58.155 Fortalecer las medidas dirigidas a reducir la brecha salarial de género 

y promover el trabajo decente para todos (Nepal); 

58.156 Seguir ampliando el programa público de protección social 

(Marruecos); 

58.157 Redoblar los esfuerzos para promover la protección social y mejorar 

las condiciones de vida de la población, en particular de los grupos vulnerables 

(Congo); 

58.158 Seguir mejorando la seguridad social y velar por que todas las personas 

tengan acceso a servicios médicos básicos y a una educación de calidad (China); 
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58.159 Proseguir los esfuerzos dirigidos a fortalecer los sistemas de seguridad 

social y garantizar una protección social inclusiva para toda la ciudadanía 

(República Popular Democrática de Corea); 

58.160 Seguir adoptando nuevas medidas para mejorar los derechos 

económicos, sociales y culturales de su población (Azerbaiyán); 

58.161 Seguir priorizando el acceso a una vivienda adecuada, al agua limpia y 

a servicios de saneamiento para las poblaciones marginadas (Malasia); 

58.162 Adoptar medidas para aumentar la proporción de hogares y espacios 

públicos con servicios de saneamiento mejorados (República Unida de 

Tanzanía); 

58.163 Priorizar los derechos económicos aumentando las inversiones en 

salud, educación y servicios sociales (Mozambique); 

58.164 Fortalecer el acceso equitativo a las oportunidades económicas y a los 

servicios esenciales (Pakistán); 

58.165 Fortalecer los programas de lucha contra la pobreza a fin de garantizar 

la igualdad de acceso a las oportunidades económicas y a los servicios esenciales 

para todos, en particular en las zonas subatendidas (Camerún); 

58.166 Reforzar los programas de mitigación de la pobreza mediante el acceso 

equitativo a las oportunidades económicas y a los servicios esenciales (República 

Popular Democrática de Corea); 

58.167 Proseguir las medidas en curso para fomentar la reducción de la 

pobreza, el acceso a la atención sanitaria y una educación de calidad (India); 

58.168 Reforzar los programas de mitigación de la pobreza garantizando un 

acceso equitativo a las oportunidades económicas y a los servicios esenciales 

(República Islámica del Irán); 

58.169 Continuar la implementación de programas y proyectos nacionales en 

favor de las comunidades más necesitadas (República Bolivariana de 

Venezuela); 

58.170 Seguir consolidando los resultados obtenidos en el marco del desarrollo 

agrícola y del logro de la autosuficiencia alimentaria (República Árabe Siria); 

58.171 Seguir desarrollando la tecnología agrícola para impulsar la 

productividad y garantizar la seguridad alimentaria de las poblaciones en 

situación de vulnerabilidad (Cuba); 

58.172 Proseguir los esfuerzos nacionales desplegados por el Gobierno en el 

proceso de desarrollo de las pequeñas y medianas empresas (República Árabe 

Siria); 

58.173 Seguir invirtiendo en programas de riego en pequeña escala y 

tecnología agrícola para mejorar la productividad y garantizar la seguridad 

alimentaria de las poblaciones vulnerables (Eritrea); 

58.174 Fortalecer la cobertura sanitaria universal mejorando los mecanismos 

de financiación de la salud, permitiendo así que todos los ciudadanos accedan a 

servicios de salud esenciales sin dificultades financieras (Eritrea); 

58.175 Proseguir sus esfuerzos para proporcionar acceso universal a la salud 

para todos sus ciudadanos (Mauricio); 

58.176 Mejorar los mecanismos de financiación de la salud para garantizar 

que todos los ciudadanos puedan acceder a servicios de salud esenciales sin 

dificultades financieras (República Popular Democrática de Corea) (República 

Islámica del Irán); 

58.177 Redoblar los esfuerzos en el ámbito de los servicios de salud y aplicar 

estrategias nacionales a este respecto (Kuwait); 
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58.178 Proseguir sus esfuerzos para mejorar la accesibilidad, la calidad y la 

implicación comunitaria de los centros polivalentes existentes, en particular en 

las zonas rurales y de difícil acceso, estableciendo un servicio de transporte 

seguro y de bajo costo (Burkina Faso); 

58.179 Fortalecer la aplicación efectiva de las estrategias y los programas 

nacionales de salud para garantizar el acceso a servicios de atención de la salud 

de calidad para todos sus ciudadanos, especialmente los que viven en zonas 

rurales (República Democrática Popular Lao); 

58.180 Aumentar el acceso a los servicios de salud en las zonas rurales (Qatar); 

58.181 Acelerar los esfuerzos para lograr la cobertura sanitaria universal, 

prestando una mayor atención al desarrollo de los servicios de salud en las zonas 

rurales (Sri Lanka); 

58.182 Proseguir los esfuerzos dirigidos a incrementar el acceso a los servicios 

de salud en las zonas rurales y a mejorar su calidad (Argelia); 

58.183 Seguir mejorando la accesibilidad a los servicios para las personas 

afectadas por la lepra y sus familiares (Angola); 

58.184 Estudiar la posibilidad de invertir en iniciativas adicionales para seguir 

reduciendo la tasa de mortinatalidad en el país (República Unida de Tanzanía); 

58.185 Despenalizar el aborto y garantizar la prestación efectiva de servicios 

de salud sexual y reproductiva (Islandia); 

58.186 Promover el derecho a la educación garantizando la enseñanza pública 

y gratuita hasta el 12º grado y consagrando el derecho a la educación en la 

Constitución de Etiopía (Portugal); 

58.187 Velar por que el derecho a la educación esté garantizado por ley para 

todas las personas sin distinción alguna (Mongolia); 

58.188 Promover la adopción de legislación que garantice el derecho a la 

educación de niñas, niños y adolescentes y la igualdad de todos los grupos étnicos, 

y asegurar la igualdad de derechos de las mujeres (Costa Rica); 

58.189 Redoblar los esfuerzos para aprobar el proyecto de ley de educación a 

fin de garantizar el derecho a la educación (Côte d’Ivoire); 

58.190 Proseguir los esfuerzos para mejorar el acceso a la educación y a la 

enseñanza de alta calidad, especialmente para los grupos vulnerables, incluidas 

las niñas, así como los niños con discapacidad (Camerún); 

58.191 Redoblar los esfuerzos para mejorar la calidad de la educación 

reduciendo las tasas de deserción escolar y garantizando el acceso a la educación 

a los niños con discapacidad (Malasia); 

58.192 Adoptar medidas firmes para que los niños sin escolarizar regresen a 

la escuela (Finlandia); 

58.193 Hacer lo posible por garantizar los derechos del niño, ampliando el 

acceso a la educación gratuita, prestando especial atención a las niñas y a los 

niños afectados por los conflictos (Brasil); 

58.194 Garantizar el derecho a la educación, también en zonas de conflicto 

(Luxemburgo); 

58.195 Adoptar medidas adicionales para proseguir los esfuerzos encaminados 

a fortalecer el derecho a la educación y a asegurar la escolarización de los niños, 

especialmente de las niñas (Djibouti); 

58.196 Proseguir los esfuerzos para mejorar el acceso a la educación y su 

calidad (Arabia Saudita); 

58.197 Seguir invirtiendo recursos en mejorar el acceso a la educación y su 

calidad, en particular para los grupos marginados (Viet Nam); 
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58.198 Redoblar los esfuerzos para ofrecer una educación de calidad de 

manera equitativa y amplia (Qatar); 

58.199 Adoptar medidas adicionales para garantizar la educación de todos los 

sectores de la sociedad, incluidos los alumnos con necesidades educativas 

especiales (Angola); 

58.200 Proseguir sus esfuerzos para mejorar el acceso a la educación, en 

particular para los niños en zonas remotas (Singapur); 

58.201 Proseguir los esfuerzos nacionales para mejorar el acceso a la 

educación y su calidad, con inclusión de las niñas y los niños con discapacidad 

(Cuba); 

58.202 Implementar programas de sensibilización y capacitación en la esfera 

de los derechos humanos (Emiratos Árabes Unidos); 

58.203 Proseguir los esfuerzos actuales para seguir mejorando el sector de la 

educación (Argelia); 

58.204 Proseguir los esfuerzos para aplicar el plan de educación y formación 

2020-2030 y reformar las políticas y la legislación en materia de educación 

(Kuwait); 

58.205 Seguir aplicando políticas y programas gubernamentales encaminados 

a mejorar el derecho a la educación, prestando mayor atención y dedicando más 

recursos a las personas con necesidades especiales y a los sectores de la educación 

no formal, según corresponda (Sri Lanka); 

58.206 Seguir aplicando programas de educación en derechos humanos en 

todos los niveles educativos (Uzbekistán); 

58.207 Proseguir los esfuerzos nacionales relacionados con la educación y la 

formación en materia de derechos humanos (Egipto); 

58.208 Seguir integrando la educación en derechos humanos en los planes de 

estudios (Kuwait); 

58.209 Adoptar medidas para salvaguardar los derechos de las comunidades 

vulnerables afectadas por el cambio climático (Nepal); 

58.210 Seguir fortaleciendo la estrategia de una economía verde capaz de 

adaptarse al cambio climático (Omán); 

58.211 Seguir aplicando sus políticas nacionales para continuar con la mejora 

del abastecimiento de agua, el saneamiento y la higiene (Camboya); 

58.212 Proseguir sus políticas y programas nacionales encaminados a 

implementar la agenda de desarrollo sostenible (Sudán); 

58.213 Seguir reforzando las políticas públicas implementadas en favor del 

cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (República Bolivariana 

de Venezuela); 

58.214 Continuar la aplicación del Plan Nacional de Reforma Económica para 

abordar los desafíos macroeconómicos y promover el desarrollo socioeconómico 

inclusivo y sostenible (Belarús); 

58.215 Redoblar los esfuerzos para implementar el Plan Nacional de 

Desarrollo (2021-2030) (Emiratos Árabes Unidos); 

58.216 Seguir impulsando la reforma económica nacional con miras a lograr 

un desarrollo social y económico sostenible y promover la reducción de la 

pobreza (China); 

58.217 Proseguir los esfuerzos para reducir la pobreza y promover el 

desarrollo sostenible en todo el país (Túnez); 
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58.218 Adoptar nuevas medidas para lograr la transformación institucional y 

la inclusión social en el marco del Plan Nacional de Desarrollo para 2021-2030 

(Uzbekistán); 

58.219 Ampliar las reformas jurídicas encaminadas a crear un entorno 

empresarial propicio y promover la inversión, de conformidad con los Objetivos 

de Desarrollo Sostenible y la Agenda 2063 de la Unión Africana (Belarús); 

58.220 Lograr avances en la elaboración de un plan de acción nacional sobre 

empresas y derechos humanos para una protección más amplia contra los abusos 

de derechos humanos cometidos por entidades empresariales (Indonesia); 

58.221 Intensificar las medidas para aliviar las tensiones entre los grupos 

étnicos y cumplir los compromisos adquiridos en virtud del Acuerdo sobre la 

Cesación de las Hostilidades en todas las zonas afectadas por los conflictos, 

especialmente en la región de Tigray (República de Corea); 

58.222 Redoblar los esfuerzos para la implementación del Acuerdo sobre la 

Cesación de las Hostilidades y la política de justicia transicional (Colombia); 

58.223 Adoptar medidas cada vez más eficaces para poner fin a los conflictos 

intercomunitarios violentos por disputas de tierras, hacer frente al 

desplazamiento masivo e intensificar los esfuerzos para promover la 

reconciliación entre la población (Santa Sede); 

58.224 Dar prioridad a las medidas dirigidas a atacar las causas profundas del 

conflicto e implicar activamente a todas las comunidades afectadas en el proceso 

de reconciliación (Sierra Leona); 

58.225 Proseguir los esfuerzos encaminados a fortalecer el diálogo entre las 

comunidades y los grupos armados para mantener la paz y reintegrar a las 

personas desplazadas y a los combatientes en la sociedad (Vanuatu); 

58.226 Resolver todos los conflictos internos en Etiopía, con la mayor 

repercusión para los derechos humanos, comprometiéndose a implementar 

procesos políticos genuinos (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte); 

58.227 Proseguir los esfuerzos para normalizar la situación de los derechos 

humanos y mejorar las condiciones de vida de la población del país, y garantizar 

el acceso universal a los servicios sociales básicos (Federación de Rusia); 

58.228 Adoptar medidas concretas para poner fin a las hostilidades y reducir 

sus repercusiones sobre la población civil (Zambia); 

58.229 Seguir aplicando sus políticas y programas relacionados con la justicia 

transicional y ejecutando el programa de desmovilización, desarme y 

reintegración (Sudán); 

58.230 Garantizar la plena implementación del proceso de diálogo nacional 

para fomentar la cohesión nacional (Kenya); 

58.231 Aplicar plenamente el Acuerdo para una Paz Duradera mediante la 

Cesación Permanente de las Hostilidades y garantizar la rendición de cuentas 

por todas las violaciones de los derechos humanos (Estonia); 

58.232 Garantizar que la aplicación de las leyes durante el estado de 

emergencia sea compatible con sus obligaciones en virtud del derecho 

internacional de los derechos humanos (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda 

del Norte); 

58.233 Centrar la atención en la protección de los derechos humanos de las 

mujeres y las niñas y en el fortalecimiento del diálogo y la cooperación en esta 

esfera (Chequia); 

58.234 Proseguir los esfuerzos dirigidos a reforzar los derechos de la mujer y 

el empoderamiento de la mujer creando un entorno más propicio para aumentar 
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su participación educativa, económica y política (República Democrática 

Popular Lao); 

58.235 Fortalecer las intervenciones existentes destinadas a promover la 

igualdad de género y el empoderamiento de la mujer mediante la asignación de 

recursos adicionales (Botswana); 

58.236 Fortalecer los derechos de las mujeres en los procesos políticos 

nacionales de importancia, como el proceso de justicia transicional y el diálogo 

nacional, haciendo hincapié en el cumplimiento de los compromisos declarados 

de participación significativa e implicación de las mujeres en esos procesos 

(Reino de los Países Bajos); 

58.237 Redoblar los esfuerzos para mejorar el nivel de participación de las 

mujeres en la vida política y su representación en cargos electivos y de 

designación (Malí); 

58.238 Garantizar la aplicación de estrategias que promuevan el 

empoderamiento político de las mujeres y aseguren su representación política 

(Chipre); 

58.239 Proseguir sus esfuerzos para aumentar la representación de las mujeres 

en los órganos decisorios (Nepal); 

58.240 Considerar la posibilidad de incorporar los derechos de las mujeres y 

las niñas con discapacidad en la legislación sobre igualdad de género (Namibia); 

58.241 Fortalecer los programas dirigidos a promover el empoderamiento 

económico de las mujeres, incluido el acceso a la financiación, la formación 

profesional y las oportunidades de empleo, en particular para las mujeres de las 

zonas rurales (Viet Nam); 

58.242 Continuar y ampliar los programas dirigidos a reforzar el 

empoderamiento económico de las mujeres, incluido el acceso a la financiación, 

la formación profesional y las oportunidades de empleo, especialmente para las 

mujeres de las zonas rurales (Arabia Saudita); 

58.243 Seguir redoblando sus esfuerzos para ampliar las oportunidades 

económicas de las mujeres y aumentar su participación en la educación 

(Singapur); 

58.244 Proseguir sus esfuerzos para fortalecer la protección de los derechos de 

la mujer, en particular promoviendo su acceso a actividades generadoras de 

ingresos (Georgia); 

58.245 Seguir redoblando los esfuerzos para promover los derechos de las 

mujeres y las niñas, entre otras cosas mediante la aplicación constante de las 

leyes y estrategias nacionales (Japón); 

58.246 Adoptar medidas para garantizar la plena igualdad entre mujeres y 

hombres, tanto en la esfera pública como en la privada, garantizar el respeto de 

los derechos de la mujer y poner fin al matrimonio precoz y a la mutilación 

genital femenina (Francia); 

58.247 Intensificar los esfuerzos para garantizar que las mujeres y las niñas 

rurales tengan acceso a servicios de salud, educación, empleo, vivienda, agua 

potable y saneamiento adecuado (Sudán del Sur); 

58.248 Proseguir los esfuerzos para garantizar que los sectores más 

vulnerables de la sociedad, como las mujeres, los niños y las personas con 

discapacidad, se beneficien del crecimiento económico general del país 

(Djibouti); 

58.249 Seguir aplicando políticas y medidas relacionadas con la protección de 

los derechos de grupos específicos, como las mujeres, los niños, las personas con 

discapacidad, los migrantes y los refugiados, y combatir la trata de personas y 

otros actos delictivos (China); 
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58.250 Desarrollar intervenciones de política, como la subvención de los 

productos de higiene menstrual, para una gestión eficaz de la higiene menstrual 

(Kenya); 

58.251 Emprender una reforma legislativa para prohibir debidamente las 

prácticas tradicionales nocivas (Sudáfrica); 

58.252 Proseguir sus esfuerzos relativos a la elaboración de legislación para 

combatir y prevenir la violencia contra la mujer (Mauricio); 

58.253 Promulgar una ley integral sobre la violencia de género y adoptar 

nuevas medidas para prevenir la violencia sexual relacionada con los conflictos 

(Gambia); 

58.254 Adoptar una ley integral e inclusiva sobre la violencia de género 

(Islandia) (Zambia); 

58.255 Adoptar una ley integral contra la violencia de género y tipificar como 

delito la violación conyugal (Sudáfrica); 

58.256 Impulsar una ley integral sobre la violencia de género, con 

disposiciones para hacer frente a los casos de violencia doméstica, el matrimonio 

infantil y la mutilación genital femenina (Colombia); 

58.257 Fortalecer el marco jurídico para combatir la violencia de género y 

eliminar todas las formas de violencia contra las mujeres y las niñas tipificando 

como delito la violación conyugal y erradicando la mutilación genital femenina 

(Portugal); 

58.258 Aprobar y aplicar una ley integral sobre la violencia sexual y de género, 

incluida la mutilación genital femenina (Estonia); 

58.259 Subsanar las deficiencias del marco legislativo para combatir la 

violencia de género contra las mujeres y las niñas (Maldivas); 

58.260 Modificar el Código Penal para tipificar explícitamente como delito la 

violación conyugal (Dinamarca); 

58.261 Tipificar como delito la violación conyugal (Montenegro); 

58.262 Seguir aplicando leyes que combatan la violencia de género y las 

prácticas tradicionales nocivas (Chipre); 

58.263 Redoblar los esfuerzos para prevenir y eliminar la violencia contra las 

mujeres y las niñas, entre otras cosas mediante la aprobación de legislación para 

tipificarla como delito, poner fin a la mutilación genital femenina y combatir la 

violencia sexual relacionada con los conflictos (Finlandia); 

58.264 Fortalecer la aplicación de sus leyes y medidas destinadas a combatir 

la violencia de género y las prácticas tradicionales nocivas, en particular contra 

las mujeres y los niños (Tailandia); 

58.265 Adoptar medidas eficaces para erradicar la violencia sexual y de 

género, entre otras cosas tipificando como delito la violación conyugal, y ultimar 

y aplicar el plan de acción sobre la mujer y la paz y la seguridad (Alemania); 

58.266 Aplicar la política nacional sobre igualdad de género y 

empoderamiento de la mujer y la hoja de ruta nacional para poner fin al 

matrimonio infantil, la mutilación genital femenina y la ablación (Irlanda); 

58.267 Continuar con su plan nacional para la eliminación del matrimonio 

infantil y la mutilación genital femenina (Burundi); 

58.268 Seguir elaborando y aplicando medidas para poner fin al matrimonio 

infantil y la mutilación genital femenina y aplicar plenamente la política y 

estrategia nacional quinquenal dirigida a prevenir y combatir la violencia de 

género (Croacia); 
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58.269 Adoptar medidas eficaces para eliminar la mutilación genital femenina 

y el matrimonio infantil, precoz y forzado (Polonia); 

58.270 Fortalecer el marco de presupuestación con perspectiva de género para 

combatir más eficazmente la violencia de género (Kenya); 

58.271 Proseguir los esfuerzos para proteger a las mujeres y las niñas y 

salvaguardarlas de todas las formas de violencia (Túnez); 

58.272 Proseguir los esfuerzos para mejorar la protección de las mujeres y los 

niños, en particular previniendo la violencia de género y garantizando el acceso 

a la educación (Mozambique); 

58.273 Redoblar los esfuerzos para combatir la violencia sexual y de género 

(Malawi); 

58.274 Seguir impulsando las iniciativas para combatir la violencia sexual y de 

género, incluida la violencia doméstica, la mutilación genital femenina y otras 

prácticas tradicionales nocivas (Filipinas); 

58.275 Seguir adoptando medidas para combatir todas las formas de violencia 

contra las mujeres y las niñas (Mauritania); 

58.276 Fortalecer los programas dirigidos a prevenir la violencia contra las 

mujeres y las niñas (Marruecos); 

58.277 Adoptar medidas para acelerar los avances dirigidos a poner fin a la 

violencia de género y las prácticas nocivas contra las mujeres y las niñas, 

incluidos el matrimonio precoz, infantil y forzado y la mutilación genital 

femenina (Italia); 

58.278 Continuar las medidas para combatir las prácticas discriminatorias 

contra las mujeres y las niñas, incluida la violencia por motivos de género y 

etnicidad (India); 

58.279 Adoptar las medidas necesarias para eliminar la violencia sexual y de 

género contra las mujeres y las niñas y proporcionar a los miembros de la 

judicatura, los fiscales y los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 

capacitación efectiva sobre procedimientos de investigación e interrogatorio que 

tengan en cuenta las cuestiones de género en los casos de vulneraciones de 

carácter sexual y de género (Mongolia); 

58.280 Prevenir y combatir la violencia sexual y de género relacionada con los 

conflictos, en particular protegiendo y prestando apoyo a las víctimas, 

enjuiciando a los autores y combatiendo la impunidad (Suiza); 

58.281 Adoptar medidas para implementar programas de apoyo a las víctimas 

del conflicto reciente, especialmente a las supervivientes de la violencia sexual 

relacionada con el conflicto, estableciendo centros de denuncia para 

supervivientes y garantizando el enjuiciamiento de los autores para combatir la 

impunidad (Ghana); 

58.282 Adoptar medidas para combatir la violencia sexual y de género, 

predominantemente contra las mujeres y las niñas, en particular en las zonas de 

conflicto y que salen de un conflicto (Nueva Zelandia); 

58.283 Adoptar medidas para abordar la violencia y los abusos sexuales y de 

género contra las mujeres y las niñas, en particular en las zonas de conflicto y 

que salen de un conflicto (Australia); 

58.284 Adoptar medidas para garantizar el acceso a la justicia y a asistencia 

médica y psicosocial a las víctimas de violencia sexual y de género (México); 

58.285 Garantizar que las supervivientes de la violencia de género estén 

incluidas en los procesos de toma de decisiones del Gobierno sobre cuestiones 

que les afecten, incluido el proceso de justicia transicional en curso (Noruega); 
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58.286 Garantizar que las mujeres y las niñas supervivientes de violaciones y 

otras formas de violencia sexual, entre ellas la violencia sexual relacionada con 

el conflicto, participen en los procesos de toma de decisiones que les afecten 

incluido el proceso de justicia transicional en curso (Panamá); 

58.287 Llevar a cabo campañas de concienciación y sensibilización contra la 

violencia de género en todas sus formas, y especialmente contra la violencia 

sexual utilizada como arma de guerra por las fuerzas armadas (España); 

58.288 Intensificar los programas de concienciación para atacar las causas 

profundas de las prácticas tradicionales nocivas que perpetúan la violencia de 

género (Zimbabwe); 

58.289 Seguir impartiendo formación eficaz en materia de derechos humanos 

a los miembros de la judicatura, los fiscales y los funcionarios encargados de 

hacer cumplir la ley, especialmente sobre los derechos de la mujer y sobre la 

prevención de la violencia contra la mujer y las medidas para combatirla 

(Líbano); 

58.290 Fortalecer el sistema de justicia juvenil para garantizar su plena 

conformidad con la Convención sobre los Derechos del Niño (Malí); 

58.291 Promover los derechos y el bienestar de los niños, en particular de 

aquellos que pertenecen a entornos vulnerables (India); 

58.292 Redoblar los esfuerzos y las medidas para combatir la explotación y la 

violencia contra los niños (Mauritania); 

58.293 Mejorar el sistema educativo para incluir a los niños de comunidades 

marginadas y a los niños con discapacidad (Jordania); 

58.294 Refrendar la Declaración sobre Escuelas Seguras para proteger a los 

estudiantes y las escuelas en zonas de conflicto (Panamá); 

58.295 Intensificar las iniciativas de concienciación sobre la inscripción de los 

nacimientos y examinar el requisito de la presencia de ambos padres durante el 

proceso (Sudáfrica); 

58.296 Detectar y erradicar el reclutamiento y la utilización de niños soldados 

(Montenegro); 

58.297 Elaborar y adoptar un marco jurídico integral para fortalecer e 

incorporar la protección de los derechos de las personas con discapacidad 

(Bulgaria); 

58.298 Acelerar la aprobación del proyecto de ley sobre la discapacidad para 

fortalecer e incorporar las protecciones jurídicas para las personas con 

discapacidad (Sudán del Sur); 

58.299 Promover los derechos de las personas con discapacidad y garantizar 

que se integren mejor en la sociedad, también por lo que respecta al acceso a una 

educación y una atención de la salud adecuadas (Jordania); 

58.300 Proseguir sus esfuerzos para garantizar que sus políticas, estrategias, 

leyes y programas de desarrollo contemplen la igualdad de oportunidades, la 

plena participación y los servicios necesarios para las personas con discapacidad 

(Azerbaiyán); 

58.301 Seguir desarrollando programas y estrategias que garanticen la plena 

participación de las personas con discapacidad (Burundi); 

58.302 Mejorar el acceso a la educación y su calidad, prestando especial 

atención a las mujeres, las niñas y las personas con discapacidad (Pakistán); 

58.303 Mejorar la coordinación de esfuerzos para facilitar el acceso de los 

niños y los jóvenes con discapacidad a una educación de calidad, así como su 

participación en ella (Finlandia); 
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58.304 Redoblar los esfuerzos para combatir la discriminación contra los 

grupos étnicos minoritarios y las comunidades indígenas y seguir promoviendo 

su participación en los asuntos públicos y políticos (Zimbabwe); 

58.305 Adoptar medidas para combatir la discriminación contra las minorías 

étnicas y religiosas y garantizar su acceso a servicios sociales eficaces (Santa 

Sede); 

58.306 Despenalizar las relaciones sexuales consentidas entre personas adultas 

del mismo sexo (Brasil); 

58.307  Despenalizar las relaciones sexuales consentidas entre personas adultas 

del mismo sexo tipificadas en el Código Penal de 2004 y prohibir las “terapias de 

conversión” (Islandia); 

58.308 Despenalizar las relaciones sexuales consentidas entre personas adultas 

del mismo sexo y promover un marco legal que proteja contra la violencia y la 

discriminación por la orientación sexual o la identidad de género (México); 

58.309 Despenalizar las relaciones sexuales consentidas entre personas adultas 

del mismo sexo y prevenir y combatir todas las formas de discriminación y 

violencia contra las personas LGTBI (España); 

58.310 Adoptar medidas de sensibilización para combatir los prejuicios, la 

estigmatización y la violencia contra las personas LGBT+ (Noruega); 

58.311 Establecer una institución dedicada a la promoción, protección e 

implementación de soluciones duraderas para los desplazados internos y 

asignarle un presupuesto suficiente (Luxemburgo); 

58.312 Adoptar legislación nacional sobre la protección de los desplazados 

internos y establecer una institución nacional especializada (Francia); 

58.313 Proporcionar un acceso inmediato y sin restricciones a alimentos, 

atención de la salud y alojamiento a todos los desplazados internos, prestando 

especial atención a los grupos vulnerables, incluidas las mujeres y los niños 

(República de Corea); 

58.314 Incorporar la Convención de la Unión Africana para la Protección y la 

Asistencia de los Desplazados Internos en África (Convención de Kampala) en el 

derecho interno y adoptar las medidas necesarias para garantizar protección y 

asistencia a los desplazados internos (Suiza); 

58.315 Realizar esfuerzos adicionales para ayudar a mejorar los medios de 

subsistencia de las personas desplazadas, entre otras cosas facilitando su acceso 

a la educación (Japón); 

58.316 Redoblar los esfuerzos para dar respuesta a las cuestiones de derechos 

humanos relacionadas con el desplazamiento interno y los conflictos (Kenya). 

59. Todas las conclusiones y/o recomendaciones que figuran en el presente informe 

reflejan la posición del Estado o de los Estados que las presentaron y/o del Estado 

examinado. No debe interpretarse que han recibido el respaldo del Grupo de Trabajo 

en su conjunto. 
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